

SENTENCIA NÚMERO: TREINTA Y SEIS.
En la ciudad de Córdoba, a los trece días del mes de junio de dos mil doce, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "POSSI, NILDA TERESA C/ CAJA DE PREVISIÓN Y SEGURIDAD SOCIAL DE ABOGADOS Y PROCURADORES DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "P", N° 02, iniciado el diez de febrero de dos mil once), en los que a fs. 69/72 la parte actora interpone recurso de casación, fijándose las siguientes cuestiones a resolver:---------------------------------------------------------------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?------------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?-------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y  Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
1.- A fs. 69/72 la parte actora interpuso recurso de casación, en contra del Auto Número Noventa y siete, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el quince de abril de dos mil diez, mediante el cual se resolvió: "1) Hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal deducida por la demandada, y en consecuencia rechazar la demanda interpuesta por la Sra. Nilda Teresa Possi. 2) Imponer las costas por su orden (art. 70 Ley 8024 T.O. Dec. 40/09)..." (fs. 65/68vta.).-----------------------
2.- El recurso fue concedido por la Cámara a-quo mediante Auto Número Quinientos sesenta y ocho (fs. 86/87vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 89) y se da intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 91), evacuando la vista el Señor Fiscal Adjunto a fs. 92/94, expidiéndose en sentido adverso a la procedencia de la impugnación intentada (Dictamen CA N° 200 de fecha 11 de marzo de 2011).----------------------------------------------------------------

La censura admite el siguiente compendio:--------------------------------------
3.1.- Con fundamento en el motivo formal de casación (art. 45, inc. b) de la Ley 7182) la recurrente denuncia que el fallo ha incurrido en una fundamentación dogmática, al entender que el plazo para impugnar el acto denegatorio de un beneficio, en el marco de lo dispuesto por el artículo 78 de la Ley 8404, es el previsto en el artículo 81 de la Ley 6658 de Procedimiento Administrativo y no en el artículo 81 de la Ley 8024.----------------------------------
Sostiene que el Tribunal en función de la "especialidad" y sin explicar el alcance de este concepto, ha considerado que la remisión que hace el artículo 78 de la Ley 8404 a la Ley 8024 se refiere a lo que es materia de beneficios previsionales, cálculos de los mismos, beneficiarios, etcétera, pero que sin embargo, todos estos aspectos están puntual y detalladamente previstos en la Ley 8404, por lo que su parte entiende que es un sinsentido, un absurdo, remitir a la Ley 8024 para los puntos ya tratados en la propia Ley 8404.--------------------------
Refiere que el fallo justifica la aplicación de la Ley 6658 entendiendo que la misma se aplica a las formas del procedimiento no previstas en la Ley 8404 y que agrega como argumento que el artículo 1 de dicha norma procura unificar el procedimiento administrativo, por lo que el plazo de interposición del recurso de reconsideración debe ser el de la Ley de Procedimiento Administrativo (LPA), fundamentación que no comparte y que le agravia.-------------------------------------
Manifiesta que del hecho de que la Ley 6658 tenga por finalidad unificar el procedimiento administrativo, no puede desprenderse que pretenda establecer plazos distintos en materia previsional y que si la finalidad es unificar el plazo recursivo, es correcta la solicitud de su parte de aplicar el plazo de diez días para interponer el recurso de reconsideración previsto en la ley general previsional (Ley 8024).------------------------------------------------------------------------------------
Entiende que el artículo 78 de la Ley 8404 remite, en primer término, a la Ley 8024 por lo que si existe en dicho cuerpo un plazo para reconsiderar, ese es el plazo de aplicación ya que la Ley 8404 no prevé ninguno y la Ley 6658 regula lo no previsto en ninguna de las otras dos normas (forma de los actos, formas y medios de notificación, etc.).---------------------------------------------------------------
Destaca que el pronunciamiento sustrae toda relevancia al orden en que el Legislador ha previsto la aplicación supletoria de las normas y no ha dado ninguna razón para ello, lo cual es descalificable en tanto soslaya que al remitirse el artículo 78 de la Ley 8404 primeramente a la Ley 8024 ha de acudirse a este cuerpo en todo lo no previsto y sólo en caso de no estar previsto en la Ley 8024 ir a la Ley 6658 de Procedimiento Administrativo.----------------------------------------
Considera que la interpretación que propugna su parte es la que más comulga con el principio pro actione, que en la causa ha sido inobservado, pues debió estarse a una solución más favorable al acceso a la jurisdicción ya que la norma es ambigüa y ello genera dudas. Cita jurisprudencia.---------------------------
3.2.- Con sustento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. a) de la Ley 7182) la recurrente invoca que se ha inobservado lo dispuesto por el artículo 16 del Código Civil, pues el artículo 78 de la Ley 8404 es de una ambigüedad tal que admite múltiples interpretaciones y, por ello, el fallo debió recurrir a las leyes análogas como así lo dispone la norma del Código Civil inaplicada.-------------------------------------------------------------------------------------
Añade que si se trata de materia previsional, la ley análoga es la Ley 8024 y debe recurrirse a ella en primer lugar como así lo hace la remisión del propio artículo 78 de la Ley 8404 y que aún teniendo en cuenta los principios generales del derecho entre los cuales se encuentra el pro actione, debió rechazarse la excepción, posibilitando a la actora contar con un pronunciamiento sobre el fondo.------------------------------------------------------------------------------------------
Por último denuncia que se conculcan derechos y garantías de rango constitucional como el de acceder a la jurisdicción (arts. 18 y 33, C.N. y 25, CADH), el de propiedad (arts. 14 y 17, C.N.), el de acceso a los beneficios previsionales en modo integral (art. 14 bis, C.N.), el de igualdad (art. 16, C.N.) y el de legalidad (art. 19, C.N.), por lo que reitera el planteo de inconstitucionalidad y reserva del recurso extraordinario federal (art. 14, Ley 48).---------------------------------------------------------------------------------------------

4.- A fs. 95 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 96/96vta. y 98), deja la causa en estado de ser resuelta.----------------------------------------------------
5.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, contra un acto que pone fin a la acción y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 y 46, Ley 7182).----------------------------------------

Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.-----------
6.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito, con remisión a la opinión expresada por el Señor Fiscal de Cámara (Dictamen N° 873 de fecha 02 de diciembre de 2009, fs. 61/63), hizo lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal deducida por la demandada y rechazó la demanda incoada por la Señora Nilda Teresa Possi, por entender que el acto definitivo del que se agraviaba, esto es, la Resolución Número 33.429/08 (notificada con fecha 06 de noviembre de 2008) que denegó su pedido de reapertura de instancia administrativa, devino firme y consentido, ya que el recurso de reconsideración en contra de la misma, fue interpuesto por su parte con fecha 19 de noviembre de 2008, cuando había vencido holgadamente el término previsto en el artículo 80 de la Ley 6658 (fs. 66vta.).-------------------------

El A-quo consideró que el artículo 78 de la Ley 8404 remite a dos regímenes normativos (Leyes 8024 y 6658) y que la interpretación literal de las disposiciones contenidas en los dos textos legales citados como subsidiarios, deja claro que el plazo para interponer el recurso de reconsideración, no previsto en la norma específica, es el del artículo 80 de la Ley 6658, dado el principio de especialidad y por tratarse el plazo de una cuestión de procedimiento y no sustancial (fs. 67).----------------------------------------------------------------------------

Contra dicho pronunciamiento, alza su embate la recurrente, esgrimiendo, en esencia, que el fallo adolece de una adecuada fundamentación al considerar dogmáticamente que en la causa, el plazo para interponer el recurso de reconsideración era el de cinco días hábiles administrativos previsto en la Ley 6658, cuando el artículo 78 de la Ley 8404, remite en primer término al régimen de la Ley 8024 y en dicho cuerpo legal está previsto un plazo de diez días hábiles administrativos (art. 81, Ley 8024), debiendo aplicarse la Ley de Trámite Administrativo sólo en caso de materia no prevista en las otras dos normas previsionales (fs. 70/72).----------------------------------------------------------
Agrega que de haber valorado las actuaciones y observado el principio pro actione, el Tribunal hubiera habilitado la vía contencioso administrativa, teniendo en cuenta la ambigüedad de la norma especial (art. 78, Ley 8404), ya que su parte planteó el recurso de reconsideración en término, dentro de los diez días hábiles administrativos de notificada la Resolución Número 33.429/08, como así lo prevé la Ley Previsional a la que aquélla remite (art. 81, Ley 8024).--
7.- En orden a la procedencia formal y sustancial del recurso interpuesto, es dable recordar que, por el carril del motivo formal de casación es posible cuestionar la motivación de una decisión "...ya sea porque la misma esté ausente o bien cuando estando presente aparezca como irrazonable..." (cfr. cita N° 212 efectuada por De la Rúa, Fernando, "El recurso de casación", Ed. Zavalía, Buenos Aires 1968, pág. 153).-------------------------------------------------------------

Al respecto, es menester destacar que"...El tribunal de juicio tiene el deber de suministrar las razones que justifican su fallo. Debe enunciar el porqué de su decisión. Debe en una palabra, fundamentar la sentencia y justificar la decisión jurisdiccional. Esto constituye la motivación..." (autor y obra citados, pág. 156).--
8.- Con esa proyección, a fin de analizar la viabilidad de la crítica impugnativa, es importante realizar un repaso de lo acontecido en la causa:--------
a) Con fecha 22 de abril de 2008, la Señora Nilda Teresa Possi, solicitó se reabra la instancia administrativa y que tras ello, en virtud de la nueva prueba aportada, se le acuerde el beneficio de pensión que ya le había sido denegado con anterioridad (fs. 3/4).------------------------------------------------------------------------
b) El 04 de noviembre de 2008 se dictó la Resolución Número 33.429 que resuelve no hacer lugar al pedido de reapertura del procedimiento administrativo (cfr. fs. 11/13).--------------------------------------------------------------
c) Contra esa decisión, notificada el 06 de noviembre de 2008, planteó recurso de reconsideración con fecha 19 de noviembre de 2008 (cfr. fs. 14/16vta.).-------------------------------------------------------------------------------------
d) El 18 de diciembre de 2008 se dicta la Resolución Número 33.560 que rechazó el recurso de reconsideración por considerarlo extemporáneo, al haberse planteado vencido el plazo de cinco (5) días previsto en la Ley 6658.-----
e) Con fecha 05 de febrero de 2011 la Señora Possi interpuso la demanda contencioso administrativa, solicitando se declare la nulidad de los actos que impugna y se ordene el otorgamiento del beneficio previsional y el pago de los haberes adeudados con más sus intereses desde que cada suma es debida (fs. 18/21).-----------------------------------------------------------------------------------------
9.- El repaso detenido de las actuaciones y la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora y los reproches opuestos al fallo por la recurrente, conducen a adelantar un criterio favorable a la procedencia de la censura intentada, pues, como bien se denuncia (fs. 69vta./71), en el marco de las normas aplicables, las circunstancias particulares de la causa no permiten calificar el recurso de reconsideración como extemporáneo.----------------------


Como se ha sostenido de manera constante en la jurisprudencia de los Tribunales del Fuero, reiterada por esta Sala (cfr. Sents. Nro. 22 del 31-07-1997 "Alvarez..." y Nro. 72 del 06-11-1997 "Aliaga, Agustín..."), la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de la función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de un acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. Nros. 12/1982 "Sodicor..." y 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente la recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. Nros. 212/1982 "Bustos de Sabena...", 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros), así como que la demanda haya sido incoada en tiempo propio.--------------------------------------------------------------------------------

Es necesario pues, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es, que presente la "...posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme..." (Fiorini, B. A., "¿Qué es el Contencioso?", Capital Federal 1965, págs. 216/217).--------------------------------------------------------------------------------------


A la luz de estos conceptos y en función de las circunstancias objetivas de la causa, asiste razón a la recurrente en cuanto atribuye al pronunciamiento haber incurrido en un exceso de rigor al interpretar la cuestión debatida, frente a la ambigüedad de las normas en juego (fs. 71vta./72).------------------------------------


10.- El tema central a resolver consiste en la determinación de la integración supletoria de la ley y sobre todo, establecer cuál es el alcance preciso que corresponde atribuir al principio de especialidad, como herramienta jurídica utilizada para dar respuesta al conflicto normativo suscitado en el caso con relación a las normas de integración supletoria o analógica.---------------------------


Cabe recordar que el artículo 72 de la Ley 6468 -Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba, según su texto ordenado por Ley 8404- dispone que "...Contra las resoluciones del Consejo de Administración que denieguen o disminuyan a juicio del interesado los beneficios de la presente ley, como así también contra cualquier resolución derivada de la aplicación de la misma que genere perjuicios económicos, se deberá interponer recurso de reconsideración ante el mismo Consejo, cuya resolución habilita la vía Contencioso Administrativa...".-----------------------------

Por su parte, el artículo 78 ib. prevé que "...Son de aplicación subsidiaria para todo lo no previsto en esta ley, las disposiciones de la ley de jubilaciones, pensiones y retiros y de trámite administrativo de la Provincia...".---------------------------------------------------------------------------------

La integración que propone la norma especial para resolver todo lo no previsto en ella, produce en el caso un conflicto o antinomia entre los dos preceptos a los que remite subsidiariamente, ya que tanto la Ley General de Jubilaciones Pensiones y Retiros (Ley 8024) como la Ley de Procedimientos Administrativos (Ley 6658), regulan simultáneamente el plazo para interponer el recurso de reconsideración, pero lo hacen de manera diferente.-----------------

Así el artículo 81 de la Ley 8024 establece: "…Contra las resoluciones de la Caja, el agraviado podrá interponer como único recurso el de reconsideración dentro de los diez (10) días hábiles de notificadas, para los domiciliados dentro del radio del Departamento Capital, y de los quince (15) días hábiles de notificadas para los domiciliados en el interior de la Provincia. Transcurridos dichos términos sin que el interesado ejercite este recurso, la resolución quedará firme…".---------------------------------------------------------------
Mientras que el artículo 80 de la Ley 6658 dispone que: "…El recurso de reconsideración deberá interponerse por escrito y fundadamente dentro del plazo de cinco (5) días siguientes al de la notificación, por ante la autoridad administrativa de la que emanó el acto…".----------------------------------------------

11.- El A-quo aplicó en el caso el plazo del artículo 80 de la Ley 6658, por considerar que en virtud de la "especialidad" (fs. 67), se trataba de una cuestión netamente procedimental e hizo lugar a la excepción de incompetencia planteada por la demandada con sustento en el mismo precepto, considerando que la Resolución Número 33.429/08 fue recurrida por la actora extemporáneamente.---

Es doctrina de esta Sala que si la accionante fijó domicilio en la ciudad de Córdoba, con asistencia de sus letrados patrocinantes (fs. 14) y teniendo presente que la Ley 8024 constituye ley especial y posterior a la Ley de Procedimiento Administrativo Provincial, el plazo que la Señora Nilda Teresa Possi tenía para recurrir la Resolución Número 33.429/08 era el de diez (10) días hábiles administrativos.-----------------------------------------------------------------------------

Esta norma de trámite se encuentra inserta en la Ley de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia de Córdoba, que es posterior a la Ley de Procedimientos Administrativos y regula de manera especial lo atinente al recurso de reconsideración en los procedimientos administrativos de carácter previsional, estableciendo, deliberadamente, un plazo más extenso que el general previsto en aquélla.-----------------------------------------------------------------


Esta circunstancia evidencia que la intención del Legislador al sancionar la Ley 8024 fue ampliar el plazo, en atención a la naturaleza singular de los derechos previsionales en juego (cfr. Sent. Nro. 72/1998 "Esquenazi…").----------


El principio de especialidad, debe ser interpretado atendiendo a esa finalidad del Legislador, como criterio necesario y suficiente para dilucidar, a la par del principio de jerarquía y de temporaneidad, los problemas que se presentan con respecto a un concurso aparente de normas o antinomia, a fin de resolver la inconsistencia entre los dos preceptos, mediante un análisis semántico de cada regla, se opta por una y se logra así la coherencia del ordenamiento jurídico, atendiendo a lo especial por sobre lo general, en sentido material, según ha sido en el caso la intención clara del Legislador previsional (cfr. Ghibourg, Ricardo, A., "Colección de Análisis Jurisprudencial - Teoría General del Derecho. La Interpretación - Director: Ricardo A. Guibourg", Editorial LA LEY, 2003, pág. 131).-------------------------------------------------------------------------------------------

Los principios interpretativos brindan un abanico de opciones que se ofrecen al uso del intérprete y que éste habrá de utilizar según lo que a su criterio convenga a la más razonable solución del caso, entendiendo lo razonable no sólo como ajustado a derecho sino también como justo (conf. Aseff, Lucía María, La interpretación de la ley y otros textos críticos de teoría general, Ed. Librería Juris, 2004, págs. 81 y 87).-----------------------------------------------------------------
En la labor de interpretación de las normas aludidas y para precisar como se propuso, la correcta delimitación en autos de la integración supletoria, es necesario tener presente la regla de hermenéutica fijada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según la cual corresponde "...indagar el verdadero sentido y alcance de las leyes mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, teniendo en cuenta su conexión con las demás normas que integran el ordenamiento jurídico vigente" (Fallos 314:1849), toda vez que tratándose de leyes especiales "...la norma primera de interpretación a su respecto es la de atenerse a sus propias disposiciones en todo cuanto se halle fundamentalmente contemplado en ellas..." (Fallos 212:64).-------------------------------------------------------------------------------

El método de integración supletoria se orienta por un lado a evitar que ante la sanción de una ley especial se torne necesario dictar un sistema completo de normas, reproduciendo sobreabundantemente el contenido de la legislación general y, por el otro, se procura subsanar que las omisiones involuntarias contenidas en la legislación especial frustren el objetivo que la inspira (cfr. Sentencias Nro. 68/1997 "Ludueña de Miniki...", Nro. 51/1999 "Saavedra de Brochero...", Nro. 61/1999 "Haedo...", Nro. 77/1999 "Peña Torre...", Nro. 6/2000 "Míguez...", Nro. 96/2000 "Vera...", Nro. 201/2000 "Córdoba de Saldaño..." y Nro. 40/2002 "Capdevila..." y también Sent. Nro. 94/2004 "Arteta de Ramírez..." y Sent. Nro. 108/2008 "Depetris…", entre otras).---------------------------------------

El artículo 78 de la Ley 8404 declaró supletoria en primer lugar a la Ley 8024 y, en segundo lugar, a la Ley 6658.-------------------------------------------------

El razonamiento de la Cámara a-quo soslayó por una parte que no es jurídicamente intrascendente el orden de prelación de las normas de remisión y, en segundo lugar, que la Ley 8024 al tiempo de consagrar un término para la interposición del recurso de reconsideración (art. 81), estableció un plazo especial (10 días hábiles administrativos) con relación al plazo general vigente en el artículo 80 de la Ley 6658 (5 días hábiles administrativos).------------------------

En el contexto de la norma de integración supletoria, esto es, el artículo 78 de la Ley 8404, era menester atender en primer lugar al plazo especial de la Ley 8024 y no al general de la Ley 6658.------------------------------------------------------

Ello es así en razón que, como ya se adelantara, la supletoriedad de las normas opera cuando existiendo una figura jurídica en un ordenamiento legal, ésta no se encuentra regulada en forma clara y precisa, sino que es necesario acudir a otro cuerpo de leyes para determinar sus particularidades. Asimismo, la supletoriedad de leyes se aplica sólo para integrar una omisión en la ley o para interpretar sus disposiciones en forma que se integre con principios generales contenidos en otras leyes.-------------------------------------------------------------------

Cuando la referencia de una ley a otra es expresa, debe entenderse que la aplicación de la supletoria se hará en los supuestos no contemplados por la primera ley que la complementará ante posibles omisiones o para la interpretación de sus disposiciones. Por ello, la referencia a leyes supletorias es la determinación de las fuentes a las cuales una Ley acudirá para deducir sus principios y subsanar sus omisiones.------------------------------------------------------

La supletoriedad expresa consagrada en el artículo 78 de la Ley 8404, debe considerarse en los términos que la legislación la ha establecido; para alcanzar una interpretación coherente al sistema jurídico.-----------------------------

Téngase presente que el fundamento de validez o legalidad que tiene todo acto normativo se sustenta en la totalidad del ordenamiento jurídico. Los principios generales del derecho y el contenido dogmático y operativo de la Constitución inciden sobre todas las leyes y actos particulares. Por ello se ha dicho que toda interpretación es una referencia a la totalidad estructural de la que forma parte el objeto de lo interpretado. Es dar una razón suficiente por remisión al contexto (Aftalión, Enrique, "Crítica al saber de los juristas", pág. 72; Linares, Juan F., "Fundamentos del Derecho Administrativo", págs. 91 y 92 y Sala C.A. Sent. Nro. 40/1999 "Rosales, Marta Esther...").-----------------------------------------

En ese sentido, el mecanismo de supletoriedad se observa generalmente de leyes de contenido especializados con relación a leyes de contenido general, tal el caso del citado artículo 78 de la Ley 8404.-----------------------------------------------

El carácter supletorio de la ley resulta, en consecuencia, una integración y reenvío de una ley especializada a otros textos legislativos generales que fijan los principios aplicables a la regulación de la Ley suplida; lo que implica, como ya se ha dicho, un principio de economía e integración legislativas para evitar la reiteración de tales principios por una parte, así como la posibilidad de consagración de los preceptos especiales en la Ley suplida.---------------------------
12.- La solución de integrar la Ley 8404, dado el vacío legal respecto del plazo para interponer el recurso de reconsideración, del que se deriva un conflicto de normas por superposición de normas de remisión (Ley 8024 y Ley 6658), atendiendo en primer lugar a la especialidad de la norma previsional por sobre la Ley de Trámite Administrativo, en modo alguno procura reemplazar el texto de la ley excediendo los márgenes de la función jurisdiccional, menos aún se intenta subvertir su espíritu.-------------------------------------------------------------

Sólo se trata de lograr coherencia para que el accionar administrativo desarrolle el razonamiento de la ley, trasladándolo en proyecciones que los autores de la norma especial no habían previsto o no se encontraban en condiciones de prever.-----------------------------------------------------------------------

Los fines tuitivos que inspiran el bloque normativo específico aplicable, asumen en esta visión un relieve nuevo y realista. Deben ser contemplados bajo el perfil de su efectividad, accesibilidad y solidaridad, adecuados a una sociedad renovada y a los valores de una Constitución proyectada a la realización de un orden social más moderno y justo.---------------------------------------------------------

El artículo 78 de la Ley 8404 traduce un nexo de integración analógica proponiendo al caso semejante no contemplado por la ley, la misma solución que para el caso parecido y expresamente contemplado.------------------------------------

13.- En este marco conceptual, la pretensión de la Señora Nilda Teresa Possi de contar los tiempos en el procedimiento administrativo según el artículo 81 de la Ley 8024, que regla especialmente el procedimiento ante la Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba, resulta acertada y no importa una violación a la "fórmula de integración" como así lo destaca el A-quo (fs. 67vta.).-


Si bien es verdad que la cuestión debatida "…se limita al tiempo en que se deben cumplir los actos del procedimiento y a la consecuente caducidad por extemporaneidad de los recursos que acuerda…" (fs. 67vta.), cuestiones que, es cierto, se hallan "unificadas" en la Ley General de Trámite Administrativo (fs. 66vta.), ello no obsta a que en el caso particular de la Ley 8024, a la que remite expresamente la Ley especial 8404, el Legislador haya decidido insertar una norma especial de procedimiento en el marco de una norma sustancial general, precisamente para que no quede duda alguna que en materia previsional, el plazo de interposición del recurso de reconsideración por parte de un jubilado domiciliado en el radio de la ciudad de Córdoba es de diez días hábiles administrativos.------------------------------------------------------------------------------

Ello es así más aún, si se tiene en cuenta la operatividad del principio de instrumentalidad que como ya se ha sostenido en la jurisprudencia pacífica de esta Sala, del que se deriva la exigencia de interpretar el procedimiento administrativo, no como un fin en sí mismo, sino como un instrumento o cauce para alcanzar un fin. Lo que importa en el tratamiento del procedimiento, por tanto, es la finalidad perseguida, es decir, el bien general y la protección de las situaciones jurídico-subjetivas de los administrados (confr. Brewer-Carías, Allan R., Principios del Procedimiento Administrativo en América Latina, 1ª Edición, Legis Editores S.A., Colombia 2003, pág. 44 citado en Sent. Nro.64/2006 "Chalub…").----------------------------------------------------------------------------------

A esto se agrega que el resultado propuesto por la resolución recurrida es incompatible con el derecho de igualdad de tratamiento de las personas ante la ley, por cuanto para los beneficiarios del régimen de la Ley 8024 el plazo es de diez días hábiles administrativos, mientras que para los alcanzados por la Ley 8404 con la remisión al artículo 80 de la Ley 6658, sería de cinco días hábiles administrativos.------------------------------------------------------------------------------
14.- En consecuencia, asiste razón a la recurrente en cuanto a que frente a la superposición de normas de remisión (art. 78, Ley 8404), debió estarse a la interpretación más favorable al acceso a la jurisdicción, ello pues, la circunstancia apuntada, bien pudo generar en la justiciable una duda en cuanto al orden de preferencia de las normas de remisión en la integración supletoria de las diversas normativas que rigen la "causación de estado" y que necesariamente debe resolverse del modo más favorable a la garantía del derecho a la tutela administrativa y judicial efectiva.----------------------------------------------------------
En el sub lite, cabe propiciar como solución para el caso, en virtud de una renovada inferencia lógica de los pronunciamientos de la Corte Suprema y de nuestro ordenamiento público local y federal, la de habilitar la instancia del control judicial, en conjunción con los principios pro homine y pro actione, que consisten en brindar la mayor garantía a los derechos humanos y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción, es decir, asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento (conf. Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 91/2007 "Aime, Eduardo…").-----------------------------
Al momento de determinar la norma aplicable, el principio pro homine obliga a una interpretación extensiva cuando se trata de proteger derechos humanos reconocidos, de tal suerte que no existe una razón objetivable para determinar que en orden a los derechos previsionales del universo de personas alcanzadas por la Ley 8404 rija un plazo diferente al que rige para el universo de sujetos alcanzados por la Ley 8024, cuando el substractum de la relación jurídico sustancial participa de la misma naturaleza social y previsional del derecho reclamado, con protección constitucional de preferente tutela.------------------------
15.- Las reflexiones expuestas brindan sustento a la procedencia de la censura y eximen de mayores consideraciones en torno al resto de los agravios desarrollados por la recurrente.------------------------------------------------------------

16.- En definitiva, procede hacer lugar al recurso de casación interpuesto y casar el decisorio dictado por el A-quo mediante el cual se hizo lugar a la excepción de incompetencia opuesta por la demandada a fs. 49/55vta., consecuentemente, sin necesidad de reenvío (art. 390, C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, C.P.C.A.) cabe declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, por los mismos fundamentos expresados para hacer lugar al recurso.---------------------------------------------------
17.- En cuanto a las costas, corresponde imponerlas en ambas instancias por el orden causado (art. 70 de la Ley 8024 según t.o. Dec. 40, por remisión del art. 78 de la Ley 8404).----------------------------------------------------------------------
Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Adhiero al voto del Señor Vocal preopinante, quien a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión.---------------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin deciden correctamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.------------------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la actora y, en consecuencia, casar el Auto Número Noventa y siete, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el quince de abril de dos mil diez (fs. 65/68vta.). En su lugar, procede rechazar la excepción de incompetencia opuesta por la demandada a fs. 49/55vta..------------------------------

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.-----------------------------------------------------------------
III) Imponer las costas por el orden causado (art. 70, Ley 8024 según t.o Dec. 40, por remisión del art. 78, Ley 8404).--------------------------------------------
IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Gustavo A. De Guernica -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..----------------------------------------

Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal de primer voto, por lo que adhiero a la misma en un todo, pronunciándome en consecuencia, de igual forma.------------------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h) DIJO:-----------------------

El Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin da, a mi juicio, las razones necesarias que deciden acertadamente la presente cuestión. Por ello adhiero a su voto, expidiéndome en igual sentido.-----------------------------------------------------

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------
RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------

I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la actora y, en consecuencia, casar el Auto Número Noventa y siete, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el quince de abril de dos mil diez (fs. 65/68vta.). En su lugar, procede rechazar la excepción de incompetencia opuesta por la demandada a fs. 49/55vta..------------------------------

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.-----------------------------------------------------------------
III) Imponer las costas por el orden causado (art. 70, Ley 8024 según t.o Dec. 40, por remisión del art. 78, Ley 8404).--------------------------------------------
IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Gustavo A. De Guernica -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..----------------------------------------
Protocolizar, dar copia y bajar.-

VOCALES: DRES. SESIN –TARDITTI – ANDRUET (H)
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